
CAPÍTULO III.

ACTIVOS Y REDES DE SERVICIOS PÚBLICOS, DE TIC Y DE LA INDUSTRIA DEL
PETRÓLEO, ENTRE OTROS.

ARTÍCULO 46. ÁMBITO DE APLICACIÓN. El presente capítulo es aplicable a la protección,
traslado o reubicación de redes y activos de servicios públicos, de tecnologías de la información
y las comunicaciones y de la industria del petróleo, instaladas en predios requeridos para el
desarrollo de proyectos de infraestructura de transporte y en las fajas de retiro obligatorio,
inclusive con anterioridad a la vigencia de la Ley 1228 de 2008.

Así mismo, es aplicable para el otorgamiento de permisos de instalación de nuevas redes de
manera coordinada con los trazados y proyecciones de los proyectos de infraestructura de
transporte, las cuales en ningún caso podrán ser oponibles para las expansiones futuras.

Igualmente es aplicable para las redes que se encuentren instaladas previamente sobre nuevos
trazados de proyectos de infraestructura de transporte.

ARTÍCULO 47. FORMULACIÓN Y EJECUCIÓN DE PROYECTOS DE
INFRAESTRUCTURA DE TRANSPORTE QUE INVOLUCRAN LA PROTECCIÓN, EL
TRASLADO O REUBICACIÓN DE REDES Y ACTIVOS. Las entidades públicas o personas
de derecho privado responsables de formular y ejecutar proyectos de infraestructura de transporte
deberán analizar, en cada caso lo siguiente:

1. La pertinencia de proteger, trasladar o reubicar las redes y activos de servicios públicos, de la
industria del petróleo o de tecnologías de la información y de las comunicaciones como
consecuencia del desarrollo de estos proyectos o de conservar o modificar la ubicación del
proyecto de infraestructura. En todo caso deberá primar la opción que implique menores costos e
impactos generales.

2. Las condiciones técnicas, legales y financieras bajo las cuales se efectuará dicha protección,
traslado o reubicación.

3. La existencia de convenios o acuerdos para la protección, traslado o reubicación de redes y
activos con prestadores de servicios públicos u operadores de redes, activos y servicios de
tecnologías de la información y de las comunicaciones o de la Industria del Petróleo.

Realizado el anterior análisis, las entidades públicas o personas de derecho privado responsables
de formular y ejecutar proyectos de infraestructura de transporte podrán:

a) Aplicar el convenio o acuerdo vigente para realizar la protección, el traslado o reubicación de
redes y activos;

b) Celebrar los convenios o acuerdos necesarios para establecer o definir las condiciones para
realizar la protección, el traslado o reubicación de redes y activos;

c) De no lograr ningún acuerdo, se deberá adelantar el procedimiento para la protección,
reubicación o traslado de redes y activos de que trata el artículo siguiente, a partir de su numeral
4.



ARTÍCULO 48. PROCEDIMIENTO PARA LA PROTECCIÓN, REUBICACIÓN O
TRASLADO DE ACTIVOS Y REDES. Cuando una entidad pública responsable de un proyecto
de infraestructura de transporte identifique la necesidad de trasladar, reubicar o proteger, entre
otros, redes o activos de servicios públicos, de la industria del petróleo, o de tecnologías de la
información y las comunicaciones, deberá:

1. Enviar comunicación escrita al prestador u operador pertinente, indicándole la ubicación
georreferenciada del proyecto de infraestructura de transporte y demás información disponible
que se requiera para identificar la(s) red(es) y activo(s) específicos a proteger, reubicar o
trasladar.

2. Informarle al prestador u operador del servicio sobre la existencia de convenios, contratos o
cualquier acuerdo de voluntades en virtud de los cuales la entidad pública responsable del
proyecto de infraestructura de transporte y el prestador y/u operador hayan definido sus derechos
y obligaciones relacionadas con la protección, el traslado o reubicación de redes y activos.

3. El prestador y/u operadores atenderá la comunicación indicada en el numeral primero del
presente artículo dentro de los treinta (30) días calendario a su recibo, informando por escrito:

I. Tipología y caracterización de la red o activo según el servicio al que corresponda.

II. Inventario de elementos que conforman la red o activo objeto de protección, traslado o
reubicación y dimensionamiento, según aplique.

III. Los permisos, autorizaciones o licencias concedidas al prestador y/u operador para la
instalación de la red o activo.

IV. El momento en el cual fueron instaladas las redes o activos objeto de protección, traslado o
reubicación.

V. El análisis y cuantificación de los costos asociados estimados a la protección, traslado o
reubicación de la red o activo.

VI. Los acuerdos de confidencialidad que haya lugar a suscribir entre el solicitante, el prestador u
operador del servicio, de conformidad con la información entregada en cada caso.

4. Con dicha información, la entidad pública responsable del proyecto de infraestructura de
transporte o quien haga sus veces podrá suscribir acuerdos con el prestador u operador en los que
se defina diseño, costo, construcción y demás condiciones para realizar la protección, el traslado
o reubicación de redes y activos a cargo del operador. Para el efecto, el prestador u operador será
el responsable de suministrar el diseño de la red o activo a trasladar, proteger o reubicar en un
término perentorio de dos (2) meses, cuando estos sean necesarios.

De no llegarse a un acuerdo, sobre los costos y tiempo de ejecución, en un término de cuarenta y
cinco (45) días calendario contados a partir de la entrega de los diseños, la entidad pública
responsable del proyecto de infraestructura de transporte o quien haga sus veces, podrá realizar la
protección, el traslado o reubicación de las redes y/o activos bajo su propia cuenta, de
conformidad con la normatividad técnica vigente, y deberá garantizar que el activo a proteger,
trasladar o reubicar cumpla con las mismas condiciones técnicas que el activo o red original, de
conformidad con la información suministrada por el operador o prestador. De no ser posible, con
las condiciones técnicas equivalentes que prevea la normatividad técnica sectorial vigente, el



reglamento técnico del prestador y/o las reglamentaciones internacionales aplicables según
corresponda para cada sector, que garanticen la prestación del servicio.

Una vez realizado el traslado o reubicación, el prestador u operador deberá disponer de las redes
o activos desmantelados y la entidad pública responsable del proyecto de infraestructura de
transporte o quien haga sus veces hará entrega de la red o activo trasladados o reubicados a su
respectivo propietario, para lo cual se suscribirán los documentos a que haya lugar. El prestador u
operador estará en la obligación de recibir la red o activo trasladado o reubicado.

PARÁGRAFO 1o. El inicio de la ejecución de las obras de protección, traslado o reubicación de
las redes y activos quedará sujeto al otorgamiento de los permisos, autorizaciones y/o licencias
pertinentes así como la constitución de las servidumbres a que haya lugar, a fin de no afectar la
continuidad del servicio público respectivo, los cuales deberán ser tramitados ante las
autoridades competentes.

PARÁGRAFO 2o. Cuando una persona natural o jurídica en desarrollo de un proyecto de
asociación público-privada requiera esta información en etapa de estudios de ingeniería de
factibilidad, deberá elevar solicitud a la entidad pública responsable del proyecto de
infraestructura de transporte, fundamentando la necesidad.

Revisada la solicitud, la entidad pública solicitará la información de manera directa al prestador y
operador del servicio, en un plazo máximo de 15 días calendario. La información suministrada
será recibida como confidencial y bajo reserva.

PARÁGRAFO 3o. El presente procedimiento será aplicable para los proyectos de infraestructura
en ejecución y los que se desarrollen con posterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley.

PARÁGRAFO 4o. Una vez finalizado el traslado, la protección o reubicación de la red o activo
el prestador y/u operador deberá reportar a la Comisión de Regulación correspondiente y a la
Superintendencia o al Ministerio de Minas y Energía para el caso de activos de petróleo, la
descripción del proyecto con el listado de activos involucrados para que sean tenidos en cuenta
los efectos tarifarios presentes o futuros cuando a ello haya lugar. En estos casos, la inversión a
reconocer al prestador u operador por las nuevas redes o activos trasladados, protegidos o
reubicados no podrá ser superior a la inversión reconocida, que no haya sido pagada o
amortizada vía tarifa, por las redes o activos originales.

ARTÍCULO 49. CRITERIOS PARA LA DETERMINACIÓN DEL VALOR DE LOS
COSTOS ASOCIADOS A LA PROTECCIÓN, TRASLADO O REUBICACIÓN DE REDES O
ACTIVOS. Para efectos de la determinación del valor de los costos asociados a la protección,
traslado o reubicación de redes o activos, se aplicarán los valores de mercado de acuerdo con la
región en donde se encuentren ubicados o la regulación sectorial vigente.

En todo caso no se podrá solicitar u obtener remuneración alguna por costos que han sido
recuperados o que se encuentren previstos dentro de la regulación sectorial vigente.

ARTÍCULO 50. ASIGNACIÓN DE LOS COSTOS DE PROTECCIÓN, TRASLADO O
REUBICACIÓN DE ACTIVOS Y REDES. Los costos asociados a la protección, traslado o
reubicación de redes y activos con ocasión del desarrollo de proyectos de infraestructura de
transporte, serán asumidos por el proyecto de infraestructura de transporte, salvo que:



a) Exista un permiso otorgado o autorización para la instalación de la red o activo, que haya sido
condicionado a la expansión de la infraestructura de transporte, caso en el cual, el prestador y/u
operador deberá asumir los costos asociados a la protección, traslado o reubicación;

b) Exista un acuerdo vigente suscrito por las partes, caso en el cual las partes respetarán dicho
acuerdo;

c) Las redes o activos que hayan sido instaladas en las fajas o zonas reservadas a que se refiere la
Ley 1228 de 2008 con posterioridad a su promulgación, caso en el cual, el prestador y/u operador
deberá asumir los costos asociados a la protección, traslado o reubicación.

ARTÍCULO 51. CONTRATOS DE APORTE REEMBOLSABLE PARA EL TRASLADO O
REUBICACIÓN DE REDES. El Instituto Nacional de Vías (Invías), la Agencia Nacional de
Infraestructura, la Unidad Administrativa Especial de Aeronáutica Civil (Aerocivil),
Cormagdalena, la Dirección General Marítima (Dimar) y demás autoridades del orden nacional o
territorial que tengan a su cargo la ejecución de proyectos de infraestructura de transporte, podrán
celebrar contratos de aporte reembolsable con los prestadores y operadores de servicios públicos,
de redes, activos y servicios de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones (TIC) o de
la industria del petróleo, entre otros, responsables del traslado o la reubicación de redes para la
planeación, estudios, permisos, y demás actividades requeridas para el desarrollo de obras de
infraestructura de transporte, mediante los cuales la entidad pública aportará, en calidad de
crédito reembolsable, los recursos requeridos para las obras de traslado o reubicación
reconocidos tarifariamente.

La tasa de interés aplicable al citado crédito no podrá ser inferior a la que ha establecido la
autoridad competente para determinar la tarifa regulada como remuneración a las inversiones del
prestador y operador de servicios públicos, de redes y servicios de Tecnologías de la Información
y las Comunicaciones (TIC), o de la Industria del Petróleo y el término para la cancelación total
del crédito no podrá ser superior al previsto para la recuperación de dichas inversiones por el
traslado o la reubicación de las redes por vía de tarifas.

ARTÍCULO 52. SUSPENSIÓN EN INTERÉS DEL SERVICIO. Cuando por efecto del
traslado de las redes y activos de servicios públicos, servicios de Tecnologías de la Información y
las Comunicaciones (TIC) o de la Industria del Petróleo, entre otros, a las cuales hace referencia
el presente capítulo, sea necesario suspender la prestación del servicio público o afecte las
condiciones de continuidad y/o calidad del servicio, la responsabilidad derivada de la suspensión
no será imputable al prestador de servicios públicos o al operador de redes, activos y servicios de
tecnologías de la información y de las comunicaciones o de la Industria del Petróleo, entre otros,
ni afectará los indicadores de calidad definidos en la regulación sectorial vigente, ni se
considerará falla en la prestación del servicio.

Lo anterior sin perjuicio de la aplicación de la normatividad de protección al usuario relativa a
interrupciones programadas de los servicios que resulten afectados.

ARTÍCULO 53. En los nuevos proyectos que inicien su estructuración a partir de la
promulgación de la presente ley para la construcción, ampliación, rehabilitación y apertura de
nuevos tramos de infraestructura de transporte, deberá preverse la incorporación de
infraestructura para el despliegue de redes públicas de tecnologías de la información y las



comunicaciones o de elementos que soporten el despliegue de dichas redes, previa solicitud del
Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones o quien haga sus veces.

Para estos efectos, los proveedores de Redes y Servicios podrán solicitar a las entidades
estructuradoras de proyectos de infraestructura de transporte información sobre los proyectos en
etapa de estructuración o consultar en los sistemas de información disponibles del sector
transporte dicha información, con el objeto de manifestar su interés al Ministerio de Tecnologías
de la Información y las Comunicaciones, de acuerdo con las necesidades de tecnologías de la
información y de las comunicaciones.

La financiación del costo de construcción de la infraestructura para el despliegue de las redes
públicas de TIC y su mantenimiento estarán a cargo en primera instancia de los proveedores de
estos bienes y servicios de telecomunicaciones, o cuando sea declarado estratégico para la
Nación y no exista interés privado lo podrá financiar el Fondo de Tecnologías de la Información
y las Comunicaciones (Fontic), para lo cual se realizarán los convenios y apropiaciones
presupuestales correspondientes.

PARÁGRAFO. La infraestructura de redes de tecnologías de la información y de las
comunicaciones instaladas y por instalarse en los proyectos de infraestructura de transporte podrá
ser utilizada por el Ministerio de Transporte y la Policía de Carreteras. Para el efecto, se
suscribirá el respectivo convenio con el dueño de la infraestructura.

ARTÍCULO 54. INTEGRACIÓN DE REDES Y ACTIVOS. Cuando por motivo de la
implementación de proyectos de infraestructura de transporte se requiera trasladar o reubicar
redes y activos de servicios públicos y actividades complementarias o de tecnologías de la
información y de las comunicaciones o de la industria del petróleo entre otros, se deben integrar a
los corredores de redes y activos existentes y más cercanos, cumpliendo con la normatividad
vigente para lograr la optimización de la ocupación física del terreno y del espacio aéreo, en la
medida de lo técnicamente posible.

ARTÍCULO 55. Modifíquese el parágrafo 2o del artículo 1o de la Ley 1228 de 2008 y
adiciónese un parágrafo 4o a dicha disposición.

El parágrafo 2o del artículo 1o de la Ley 1228 de 2008, el cual quedará así:

“Parágrafo 2o. El ancho de la franja o retiro que en el artículo 2o de la Ley 1228 de 2008 se
determina para cada una de las anteriores categorías de vías, constituye zonas de reserva o de
exclusión para carreteras, y por lo tanto se prohíbe realizar cualquier tipo de construcción o
mejora en las mencionadas zonas, salvo aquellas que se encuentren concebidas integralmente en
el proyecto de infraestructura de transporte como despliegue de redes de servicios públicos,
tecnologías de la información y de las comunicaciones o de la industria del petróleo, o que no
exista expansión de infraestructura de transporte prevista en el correspondiente plan de
desarrollo.

La entidad estructuradora del proyecto de infraestructura de transporte o responsable del corredor
vial, previa solicitud del competente, revisará la conveniencia técnica, tecnológica, legal y
financiera de la instalación de estas redes y aprobará las condiciones de su instalación.

La instalación de redes públicas en el ancho de la franja o retiro, en ningún caso podrá impedir u



obstaculizar la ampliación o expansión de la infraestructura de transporte.

Para los efectos de lo previsto en este artículo, se entienden como construcciones o mejoras todas
las actividades de construcción de nuevas edificaciones o de edificaciones existentes, que
requieran licencia de construcción y sus modalidades en los términos previstos en las normas
vigentes sobre la materia.

Sin perjuicio de lo previsto en la normatividad vigente para el otorgamiento de licencias
ambientales, licencias de intervención y ocupación del espacio público y demás permisos y
autorizaciones por parte de las autoridades correspondientes, la entidad pública que tenga a cargo
la vía dentro de la zona de exclusión de que trata el artículo 2o de la Ley 1228 de 2008 para
otorgar permisos para la construcción de accesos, instalación de tuberías, redes de servicios
públicos, canalizaciones, ductos, obras destinadas a seguridad vial, traslado de postes, transporte
de hidrocarburos o cruces de redes eléctricas de alta, media o baja tensión, deberá establecer los
requisitos que debe cumplir el interesado en el trámite correspondiente”.

Adiciónese un parágrafo 4o al artículo 1o de la Ley 1228 de 2008, el cual quedará así:

“Parágrafo 4o. La Policía Nacional de Carreteras será competente para hacer respetar el derecho
de vía sobre la Red Vial Nacional. Para el efecto podrá crear zonas de aislamiento y efectuar
operativos, sobre las fajas de retiro para ejercer sus diferentes funciones”.

CAPÍTULO IV.

PERMISOS MINEROS.

ARTÍCULO 56. De conformidad con la reglamentación en materia de uso, tarifas y capacidad
que para el efecto expidan las autoridades competentes, las obras de infraestructura de transporte
realizadas por los titulares mineros que hayan sido incluidas en los programas de trabajos y obras
o instrumentos similares presentados a la autoridad minera, deberán cumplir la función social de
acceso, de carga y/o pasajeros, a los terceros que requieran utilizarla. Estas obras revertirán
gratuitamente a favor del Estado en todos los casos de terminación del contrato de concesión
minera, conforme con las disposiciones del Código de Minas.

ARTÍCULO 57. FUENTES DE MATERIAL PARA PROYECTOS DE
INFRAESTRUCTURA DE TRANSPORTE. La autoridad competente deberá informar a la
autoridad minera o quien haga sus veces, los trazados y ubicación de los proyectos de
infraestructura de transporte, una vez aprobados, así como las fuentes de materiales que se
identifiquen por el responsable del proyecto, necesarias para la ejecución del proyecto de
infraestructura de transporte, con el fin de que las áreas ubicadas en dicho trazado y las fuentes
de materiales identificadas sean incluidas en el Catastro Minero Colombiano y de este modo sean
declaradas como zonas de minería restringida y en las mismas, no se puedan otorgar nuevos
títulos de materiales de construcción, durante la vigencia del proyecto distintos a las
autorizaciones temporales requeridas para la ejecución del mismo.

ARTÍCULO 58. AUTORIZACIÓN TEMPORAL.

<Ver Notas del Editor> El Ministerio de Transporte de común acuerdo con el Ministerio de
Minas y Energía, establecerán la reglamentación de las Autorizaciones Temporales para la



utilización de materiales de construcción que se necesiten exclusivamente para proyectos de
infraestructura de transporte, en un término no superior a ciento veinte (120) días.

Notas del Editor

- En criterio del editor que si bien el artículo 7 de la Ley 1472 de 2014 reza : 'Adiciónese
cuatro incisos al artículo 58 de la Ley 1682 de 2013'; de de la lectura de los informes de
conciliación se desprende que lo pretendido era suprimir el 'término no superior a ciento
veinte (120) días' contenido en este inciso.

¿Comparando el texto original de este artículo con el primer inciso del texto del artículo 7 de
la ley 1742 de 2014, debe entenderse que este fue modificado?

<Ver Notas del Editor> Las entidades públicas, entidades territoriales, empresas y los contratistas
que se propongan adelantar la construcción, reparación, mantenimiento o mejora de una vía
pública nacional, departamental o municipal, o la realización de un proyecto de infraestructura de
transporte declarado de interés público por parte del Gobierno Nacional, podrán con sujeción a
las normas ambientales, solicitar a la autoridad minera autorización temporal e intransferible,
para tomar de los predios rurales, vecinos o aledaños a la obra, los materiales de construcción
que necesiten exclusivamente para su ejecución, quienes deberán obtener los respectivos
permisos ambientales.

<Inciso corregido por el artículo 6 del Decreto 3049 de 2013. El nuevo texto es el siguiente:>
Cuando las solicitudes de autorización temporal se superpongan con un título minero de
materiales de construcción, sus titulares estarán obligados a suministrar los mismos a precios de
mercado normalizado para la zona. En caso de que el titular minero no suministre los materiales,
la autoridad minera otorgará la autorización temporal para que el contratista de la obra de
infraestructura extraiga los materiales de construcción requeridos.

Notas de Vigencia

- Inciso corregido por el artículo 6 del Decreto 3049 de 2013, 'por el cual se corrigen unos
yerros en la Ley 1682 del 22 de noviembre de 2013 “por la cual se adoptan medidas y
disposiciones para los proyectos de infraestructura de transporte y se conceden facultades
extraordinarias”', publicado en el Diario Oficial No. 49.016 de 27 de diciembre de 2013.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 1682 de 2013:

<INCISO> Cuando las solicitudes de autorización temporal se superpongan con un título
minero o materiales de construcción, sus titulares estarán obligados a suministrar los mismos
a precios de mercado normalizado para la zona. En caso de que el titular minero no
suministre los materiales, la autoridad minera otorgará la autorización temporal para que el
contratista de la obra de infraestructura extraiga los materiales de construcción requeridos.

La autorización temporal tendrá como plazo la duración de la obra sin exceder un máximo de
siete (7) años.

La autoridad encargada de la obra de infraestructura informará a la Autoridad Minera sobre la
terminación de la misma o del eventual cambio del contratista a fin de dar por terminada la



autorización temporal o cederla al nuevo contratista de la obra indicado previamente por la
autoridad.

Las actividades de extracción de materiales de construcción, realizadas por el responsable de la
Autorización Temporal serán objeto de seguimiento y control por parte de la Autoridad Minera, y
estos deben declarar y pagar las respectivas regalías. Los materiales extraídos no podrán ser
comercializados.

<Incisos adicionados por el artículo 7 de la Ley 1742 de 2014. El nuevo texto es el siguiente:>
Sin perjuicio de las competencias de las entidades territoriales el Gobierno nacional, establecerá
la reglamentación de las Autorizaciones Temporales para la utilización de materiales de
construcción que se necesiten exclusivamente para proyectos de infraestructura de transporte.

La solicitud de autorización temporal para la utilización de materiales de construcción se
tramitará de acuerdo con las condiciones y requisitos contenidos en el título tercero, capítulo XIII
del Código de Minas o por las normas que las modifiquen, sustituyan o adicionen.

Los materiales extraídos podrán ser compartidos para los proyectos de infraestructura de
transporte que lo requieran pero no podrán ser comercializados.

PARÁGRAFO. Lo dispuesto en el presente artículo también operará para otorgar autorizaciones
temporales a proyectos de infraestructura distintos a los de transporte cuando los mismos
proyectos hayan sido declarados de interés nacional por parte del Gobierno Nacional, sin
perjuicio de las competencias constitucionales legales.

Notas de Vigencia

- Incisos adicionados por el artículo 1 de la Ley 1742 de 2014, 'por la cual se adoptan
medidas y disposiciones para los proyectos de infraestructura de transporte, agua potable y
saneamiento básico, y los demás sectores que requieran expropiación en proyectos de
inversión que adelante el Estado y se dictan otras disposiciones', publicada en el Diario
Oficial No. 49.376 de 26 de diciembre de 2014.

ARTÍCULO 59. <Artículo modificado por el artículo 8 de la Ley 1742 de 2014. El nuevo
texto es el siguiente:> Sobre la infraestructura de transporte la autoridad minera restringirá las
actividades de exploración y explotación en dichos tramos y no podrá otorgar nuevos derechos
mineros que afecten el desarrollo de proyectos de infraestructura de transporte.

Lo anterior, sin perjuicio de las restricciones y exclusiones a la actividad minera previstas en los
artículos 35 y 36 del Código de Minas y en la presente ley.

En el evento de que un proyecto de infraestructura de transporte interfiera total o parcialmente
con el ejercicio de los derechos otorgados previamente a un titular minero, con la propuesta o
solicitud de contrato de concesión y/o solicitudes de legalización de minería, dicho título,
propuesta o solicitud no serán oponibles para el desarrollo del proyecto. El proyecto de
infraestructura de transporte podrá ser suspendido por un término de treinta (30) días calendario,
por parte de la autoridad encargada de adelantar el proyecto de infraestructura de transporte, con
el fin de que se llegue a un acuerdo en el valor a reconocer para compensar el monto a que haya
lugar al titular minero, por los eventuales derechos económicos de los cuales sea beneficiario y se
prueben afectados, teniendo en cuenta la etapa en la que se encuentre el proyecto minero y la
información que del título minero posea la autoridad minera.



En caso de que no se logre acuerdo entre el titular del proyecto de infraestructura de transporte y
el titular minero, dentro del término establecido en el párrafo anterior, se reanudará la ejecución
del proyecto de infraestructura de transporte.

En consecuencia, la autoridad encargada de adelantar el proyecto de infraestructura de transporte
y la autoridad minera designarán peritos con el fin de determinar el valor a compensar al titular
minero.

Cuando el propietario del predio en el que se desarrolle un proyecto de infraestructura de
transporte sea diferente al titular minero y se demuestren perjuicios económicos como
consecuencia del desarrollo del proyecto, las partes podrán llegar a un acuerdo dentro de un
término de treinta (30) días sobre el valor de la compensación económica a que haya lugar, la
cual será asumida por el titular de la obra de infraestructura. En el evento en el que no se llegue a
un acuerdo, el valor de la compensación será determinado por un perito designado de
conformidad con el procedimiento establecido en el inciso anterior.

No obstante, las partes podrán acudir a un método alternativo de solución de conflictos que
determinará el valor a compensar a favor del titular minero. Las compensaciones a que haya
lugar serán asumidas por el proyecto de infraestructura de transporte, para lo cual se realizarán
las apropiaciones presupuestales correspondientes.

El Gobierno nacional establecerá la forma en la que se desarrollarán dichos procedimientos.

PARÁGRAFO. En el evento que el titular minero haya contraído obligaciones ante las
autoridades ambientales, la autoridad encargada del proyecto de infraestructura de transporte y el
titular minero deberán someter a aprobación de la correspondiente autoridad ambiental un
acuerdo en el que las partes se obliguen a cumplir con las obligaciones de corto, mediano y largo
plazo que continúen vigentes derivadas de las autorizaciones ambientales que ostentan el
proyecto minero

Notas de Vigencia

- Artículo modificado por el artículo 8 de la Ley 1742 de 2014, 'por la cual se adoptan
medidas y disposiciones para los proyectos de infraestructura de transporte, agua potable y
saneamiento básico, y los demás sectores que requieran expropiación en proyectos de
inversión que adelante el Estado y se dictan otras disposiciones', publicada en el Diario
Oficial No. 49.376 de 26 de diciembre de 2014.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 1682 de 2013:

ARTÍCULO 59. Sobre la infraestructura de transporte que conforma la Red Vial Nacional, la
autoridad minera restringirá las actividades de exploración y explotación en dichos tramos y
no podrá otorgar nuevos derechos mineros que afecten el desarrollo de proyectos de
infraestructura de transporte. El Ministerio del Transporte delimitará los corredores existentes
y/o necesarios.

Lo anterior, sin perjuicio de las restricciones a la actividad minera previstas en el artículo 35
del Código de Minas y en la presente ley.



En el evento de que un proyecto de infraestructura de transporte declarado de interés público,
interfiera total o parcialmente con el ejercicio de los derechos otorgados previamente a un
titular minero, este título no será oponible para el desarrollo del proyecto. El proyecto de
infraestructura de transporte podrá ser suspendido por un término de treinta (30) días
calendario, por parte de la autoridad encargada de adelantar el proyecto de infraestructura de
transporte, con el fin de que se llegue a un acuerdo en el monto a reconocer para compensar
el monto a que haya lugar al titular minero, por los eventuales derechos económicos de los
cuales sea beneficiario y se prueben afectados, teniendo en cuenta la etapa en la que se
encuentre el proyecto minero y la información que del título minero posea la autoridad
minera.

En caso de que no se logre acuerdo entre el titular del proyecto de infraestructura de
transporte y el titular minero, dentro del término establecido en el párrafo anterior, se
reanudará la ejecución del proyecto de infraestructura de transporte.

En consecuencia, la autoridad encargada de adelantar el proyecto de infraestructura de
transporte y la autoridad minera designarán peritos con el fin de determinar el valor a
compensar al titular minero.

Cuando el propietario del predio en el que se desarrolle un proyecto de infraestructura de
transporte sea diferente al titular minero y se demuestren perjuicios económicos como
consecuencia del desarrollo del proyecto, las partes podrán llegar a un acuerdo dentro de un
término de treinta (30) días sobre el valor de la compensación económica a que haya lugar, la
cual será asumida por el titular de la obra de infraestructura. En el evento en el que no se
llegue a un acuerdo, el valor de la compensación será determinado por un perito designado de
conformidad con el procedimiento establecido en el inciso anterior.

No obstante, las partes podrán acudir a un método alternativo de solución de conflictos que
determinará el valor a compensar a favor del titular minero. Las compensaciones a que haya
lugar serán asumidas por el proyecto de infraestructura de transporte, para lo cual se
realizarán las apropiaciones presupuestales correspondientes.

El Gobierno Nacional establecerá la forma en la que se desarrollarán dichos procedimientos.

PARÁGRAFO. En el evento que el titular minero haya contraído obligaciones ante las
autoridades ambientales, la autoridad encargada del proyecto de infraestructura de transporte
y el titular minero deberán someter a aprobación de la correspondiente autoridad ambiental
un acuerdo en el que las partes se obliguen a cumplir con las obligaciones de corto, mediano
y largo plazo que continúen vigentes derivadas de las autorizaciones ambientales que
ostentan el proyecto minero.

ARTÍCULO 60. DERECHO DE PREFERENCIA DE ACCESO A PUERTOS MARÍTIMOS
Y FLUVIALES PARA LOS HIDROCARBUROS DE REGALÍAS Y DE PROPIEDAD DE LA
AGENCIA NACIONAL DE HIDROCARBUROS (ANH). Se establece un derecho de
preferencia de acceso a todos los puertos marítimos y fluviales de uso público y privado
existentes que cuenten con las facilidades y autorizaciones o permisos legales requeridos para la
importación y exportación de hidrocarburos de regalías y de propiedad de la Agencia Nacional de
Hidrocarburos (ANH). Este derecho de preferencia consiste en garantizar de manera prioritaria el
acceso y uso del 20% de la capacidad portuaria instalada y otorgar un derecho de atención
prioritaria para prestar servicios portuarios cuando la carga a transportar sean hidrocarburos de



regalías y de propiedad de la Agencia Nacional de Hidrocarburos (ANH), previa solicitud por
parte del Estado, con una antelación no menor a treinta (30) días calendario.

De la misma manera, en los nuevos contratos de concesión portuaria se entiende pactado el
derecho de preferencia de acceso para los hidrocarburos de regalías y de propiedad de la Agencia
Nacional de Hidrocarburos (ANH), en los mismos términos del inciso anterior.

Este derecho se consagra a favor de la entidad estatal encargada de la administración de los
recursos hidrocarburíferos de la Nación, o a quien esta designe.

Las condiciones técnicas y de seguridad necesarias que permitan hacer uso de la infraestructura
de transporte instalada para la importación y exportación de hidrocarburos de regalías y de
propiedad de la Agencia Nacional de Hidrocarburos (ANH) y las condiciones para el uso
preferente de la capacidad portuaria para los hidrocarburos de regalías y de propiedad de la
Agencia Nacional de Hidrocarburos (ANH) a que se refiere este artículo, se determinarán por la
autoridad competente.

Las tarifas se establecerán libremente de conformidad con la oferta y demanda del mercado.

ARTÍCULO 61. PUERTOS PARA EL MANEJO DE HIDROCARBUROS. A partir de la
vigencia de la presente ley, los puertos existentes de servicio privado para el manejo de
hidrocarburos podrán prestar servicios a los agentes del sector de hidrocarburos, tengan o no
vinculación jurídica o económica con la sociedad dueña de la infraestructura concesionaria.

PARÁGRAFO. Para el debido cumplimiento de la obligación contenida en el presente artículo,
el Gobierno Nacional establecerá las condiciones, obligaciones y responsabilidades para la
realización de la respectiva modificación de los contratos de concesión portuaria de servicio
privado existentes, cuando los titulares así lo soliciten. La reglamentación se realizará en un
plazo de ciento veinte (120) días calendario siguientes a la expedición de la ley.

TÍTULO V.

DISPOSICIONES FINALES.

ARTÍCULO 62. El Gobierno Nacional establecerá la organización administrativa requerida
para implementar una ventanilla única o un centro de servicios especializado para adelantar todos
los trámites, autorizaciones y permisos relacionados con la estructuración, planeación,
contratación y ejecución de proyectos de infraestructura de transporte.

Para el funcionamiento de la ventanilla única o centro de servicios especializados, el Gobierno
Nacional desarrollará un sistema único de información que permita la gestión y el seguimiento
integrado de todas las actuaciones administrativas que se adelanten.

PARÁGRAFO. Las entidades y organismos deberán adecuar sus procedimientos y sistemas
existentes para garantizar la integración en la ventanilla única que mediante esta ley se ordena.

ARTÍCULO 63. En caso de emergencia, desastre o calamidad pública, alteración del orden
público o por razones de seguridad vial, la infraestructura de propiedad privada destinada al
transporte, tal como: vías carreteras o férreas, aeródromos y puertos marítimos o fluviales, así
como los elementos, equipos y maquinaria privados asociados a esta, podrán ser utilizados por



las autoridades públicas y por quienes presten un servicio de transporte público.

Asimismo, en caso de alteraciones al orden público, calamidad pública, desastre, emergencia o
por razones de seguridad vial, la infraestructura de transporte incluyendo equipos y maquinaria
deberá ser puesta a disposición de la respectiva autoridad de Policía y la Unidad Nacional de
Gestión del Riesgo de Desastre o quien haga sus veces, con el fin de conjurar la situación y
restablecer el orden y la seguridad nacional.

Los reconocimientos económicos que deban efectuarse en favor de los privados por la utilización
de la infraestructura, equipos o maquinaria, será determinada a precios del mercado de común
acuerdo, o por un tercero designado por las partes, con posterioridad a la superación del estado
de emergencia, desastre o calamidad pública o alteración del orden público, etc.

Bajo las mismas circunstancias, los contratistas de infraestructura de transporte estarán obligados
a permitir que la ejecución de las obras destinadas a conjurar la circunstancia se realicen
directamente por la contratante, o por terceros contratados para tal fin.

Todo lo dispuesto en el presente artículo deberá ser dirigido y coordinado por el Ministerio de
Transporte.

ARTÍCULO 64. En caso de contradicción entre la presente norma y otra de igual jerarquía,
prevalecerán las disposiciones que se adoptan mediante la presente ley, por ser una norma
especial para la infraestructura de transporte.

ARTÍCULO 65. El Gobierno Nacional adoptará las medidas necesarias para garantizar que en
el Secop se lleve a cabo el registro de iniciativas de asociación público-privadas, sus procesos de
selección y los contratos desarrollados bajo esquemas de asociaciones público- privadas que
tengan por objeto el desarrollo de proyectos de infraestructura del transporte.

Para el efecto, el Registro Único de Asociación Público Privada (RUAPP), previsto en el artículo
25 de la Ley 1508 de 2012 se integrará al Sistema Electrónico para la Contratación Pública
(Secop), o el sistema que haga sus veces.

ARTÍCULO 66. Se otorgan facultades extraordinarias al Presidente de la República, por el
término de seis (6) meses para:

1. Crear la Unidad de Planeación del Sector de infraestructura de Transporte como una Unidad
Administrativa Especial, con independencia administrativa, técnica y patrimonial, con personería
jurídica adscrita al Ministerio de Transporte, la cual tendrá un régimen privado en materia de
contratación.

El presupuesto de la Unidad de Planeación de la Infraestructura de Transporte (UPET), hará parte
del presupuesto general de la Nación y será presentado al Ministerio de Transporte para su
incorporación en el mismo y su distribución anual se hará mediante resolución expedida por el
Ministerio de Transporte y refrendada por el Director General de Presupuesto Nacional del
Ministerio de Hacienda y Crédito Público, conforme a las disposiciones contenidas en la ley
orgánica del presupuesto y en las demás normas que la reglamenten, modifiquen o sustituyan.

La Unidad de Planeación del Sector Transporte tendrá por objetivo: i) Establecer los



requerimientos de infraestructura de transporte para garantizar la competitividad, conectividad,
movilidad y desarrollo en el territorio nacional.; ii) Elaborar y actualizar el Plan de
Infraestructura en concordancia con las políticas y directrices definidas en los planes de
desarrollo nacional y las propias del Ministerio; iii) Realizar diagnósticos que permitan la
formulación de planes y programas del sector de infraestructura; iv) Recomendar al Ministro de
Transporte, políticas y estrategias para el desarrollo del sector de infraestructura de transporte; v)
planear en forma integral, indicativa, permanente y coordinada con las entidades y organismos
del sector transporte, todo lo relativo a los proyectos de infraestructura del transporte a cargo de
la Nación, así como coordinar con las entidades territoriales los proyectos de infraestructura del
transporte a cargo de estas entidades; vi) Igualmente, tendrá a su cargo la consolidación y
divulgación de la información de los proyectos de infraestructura del transporte del sector y el
registro de los operadores del sector.

2. Crear la Comisión de Regulación de Infraestructura y Transporte como una Unidad
Administrativa Especial, con independencia administrativa, técnica y patrimonial, con personería
jurídica adscrita al Ministerio de Transporte, la cual tendrá como misión reglamentar y regular e
integrar la normatividad del sector, así como regular y promover la competencia del sector, evitar
los monopolios y la posición dominante en los proyectos de infraestructura de transporte y
definir la disponibilidad, los niveles de servicio, estándares de calidad, garantía de continuidad
del servicio de transporte y los proyectos de infraestructura del sector, fijar las tarifas de las
actividades reguladas y los topes máximos de actividades no reguladas del sector transporte,
servir de instancia de resolución de conflictos entre los distintos actores del sector transporte.
Quedarán exceptuadas de la competencia de la Comisión, la regulación del modo aéreo y, de
conformidad con la Ley 1115 de 2006, la relativa a la fijación y el recaudo de tarifas por
concepto de los servicios prestados por la Dirección General Marítima (Dimar).

ARTÍCULO 67. Para disminuir los costos de construcción, mantenimiento y rehabilitación
que se generan en los casos identificados como de alta vulnerabilidad y de emergencia, el
Ministerio de Transporte podrá determinar a través de la Unidad de Planeación de Tierras
Rurales, Adecuación de Tierras y usos Agropecuarios (UPRA), teniendo en cuenta lo dispuesto
en la Ley 1551 de 2012, y/o del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, los cambios en
el uso del suelo que sean requeridos en los instrumentos de ordenamiento territorial para asegurar
la estabilidad del suelo y el equilibrio ecológico necesario para evitar impactos financieros
negativos en el costo de la infraestructura de transporte.

Para estos casos, el Gobierno Nacional desarrollará los mecanismos de compensación financiera
por las restricciones al uso que se impongan y permitan su efectivo reconocimiento al titular
afectado.

ARTÍCULO 68. Los municipios y distritos podrán proveer de infraestructura adicional o
complementaria de todo tipo o alumbrado público a aquellos corredores viales nacionales o
departamentales que se encuentren dentro de su perímetro urbano y rural aunque no estén a su
cargo, para garantizar la seguridad y mejorar el nivel de servicio a la población en el uso de la
infraestructura de transporte, previa autorización de la entidad titular del respectivo corredor vial.

ARTÍCULO 69. CORREDORES LOGÍSTICOS ESTRATÉGICOS. El Ministerio de
Transporte podrá establecer corredores logísticos de importancia estratégica para el país. Cuando
se encuentren definidos dichos corredores, el Ministerio convocará a los municipios



comprendidos en el corredor para expedir en caso de ser necesario, de manera conjunta y
coordinada la reglamentación relativa al flujo de carga.

ARTÍCULO 70. OBLIGACIONES DE LA NACIÓN COMO SOCIA EN ENTIDADES
PÚBLICAS O MIXTAS QUE FINANCIEN INFRAESTRUCTURA. Con el fin de promover la
participación de socios estratégicos en entidades financieras públicas o mixtas que promuevan el
desarrollo y la financiación de infraestructura, tales como la Financiera de Desarrollo Nacional,
la Nación podrá adquirir obligaciones condicionales en el marco de acuerdos de accionistas de
dichas entidades, que impliquen la adquisición parcial o total de la participación accionaria de los
socios estratégicos. En el evento que se active la condición, el respectivo pago se deberá
presupuestar en la siguiente Ley de Presupuesto General de la Nación.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo declarado EXEQUIBLE, por el cargo analizado, por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-147-15 de 7 de abril de 2015, Magistrado Ponente Dr. Gabriel Eduardo
Mendoza Martelo.

ARTÍCULO 71. El Gobierno Nacional reglamentará dentro de los ciento veinte (120) días
siguientes a la expedición de la presente ley, la forma en que podrán establecerse en proyectos de
Asociación Público-Privada, unidades funcionales de tramos de túneles, en virtud de las cuales se
predicará únicamente disponibilidad parcial y estándar de calidad para efectos de la retribución.

ARTÍCULO 72. CAPACIDAD RESIDUAL DE CONTRATACIÓN PARA CONTRATOS
DE OBRA PÚBLICA. <Artículo corregido por el artículo 1 del Decreto 476 de 2014. El nuevo
texto es el siguiente:> La capacidad residual de contratación cuando se realicen contratos de obra
pública se obtendrá de sustraer de la capacidad de contratación, el saldo del valor de los contratos
en ejecución.

La capacidad de contratación se deberá calcular mediante la evaluación de los siguientes
factores: Experiencia (E), Capacidad Financiera (CF), Capacidad Técnica (CT), y Capacidad de
Organización (CO).

Para los efectos de la evaluación de los factores mencionados en el inciso anterior, por ningún
motivo, ni bajo ninguna circunstancia se podrán tener en cuenta la rentabilidad y las utilidades.

El Gobierno Nacional reglamentará la materia, dentro de los sesenta (60) días siguientes a la
promulgación de la presente ley, acudiendo al concepto técnico de la Sociedad Colombiana de
ingenieros, en virtud de la Ley 46 de 1904, para propender por una reglamentación equitativa en
la implementación de mínimos y máximos que garanticen los derechos de los pequeños
contratistas.

Notas de Vigencia



- Artículo corregido por el artículo 1 del Decreto 476 de 2014, 'por el cual se corrige un yerro
en el artículo 72 de la Ley 1682 de 2013, “por la cual se adoptan medidas y disposiciones
para los proyectos de infraestructura de transporte y se conceden facultades extraordinarias”',
publicado en el Diario Oficial No. 49.083 de 5 de marzo de 2014.

Legislación Anterior

Texto original de la Ley 1682 de 2013:

ARTÍCULO 72. La capacidad residual de contratación cuando se realicen contratos de obra
pública se obtendrá de sustraer de la capacidad de contratación, el saldo del valor de los
contratos en ejecución.

La capacidad de contratación se deberá calcular mediante la evaluación de los siguientes
factores: Experiencia (E), Capacidad Financiera (CF), Capacidad Técnica (CT), y Capacidad
de Organización (CO).

Para los efectos de la evaluación de los factores mencionados en el inciso anterior, por
ningún motivo, ni bajo ninguna circunstancia se podrán tener en cuenta la rentabilidad y las
utilidades.

El Gobierno Nacional reglamentará la materia, dentro de los sesenta (60) días siguientes a la
promulgación de la presente ley, acudiendo al concepto técnico de la Sociedad Colombiana
de Ingenieros, en virtud de la Ley 49 de 1904, para propender por una reglamentación
equitativa en la implementación de mínimos y máximos que garanticen los derechos de los
pequeños contratistas.

Texto publicado originalmente en el Diario Oficial No. 48.982 de 22 de noviembre de 2013:

ARTÍCULO 72. La capacidad residual de contratación cuando obra pública se obtendrá de
sustraer de la capacidad del valor de los contratos en ejecución. <sic>

La capacidad de contratación se deberá calcular mediante la evaluación de los siguientes
factores: Experiencia (E), Capacidad Financiera (CF), Capacidad Técnica (CT), y Capacidad
de Organización (CO).

Para los efectos de la evaluación de los factores mencionados en el inciso anterior, por
ningún motivo, ni bajo ninguna circunstancia se podrán tener en cuenta la rentabilidad y las
utilidades.

El Gobierno Nacional reglamentará la materia, dentro de los sesenta (60) días siguientes a la
promulgación de la presente ley, acudiendo al concepto técnico de la Sociedad Colombiana
de Ingenieros, en virtual de la Ley 49 de 1904, para propender por una reglamentación
equitativa en la implementación de mínimos y máximos que garanticen los derechos de los
pequeños contratistas.

ARTÍCULO 73. La presente ley rige a partir de su sanción y publicación en el Diario Oficial
y deroga el inciso segundo del artículo 37 de la Ley 9ª de 1989; artículo 32 de la Ley 105 de
1993; el artículo 83 de la Ley 1450 de 2011; parágrafos 1o y 2o del artículo 87 de la Ley 1474 de
2011; y las demás disposiciones que le sean contrarias.



El Presidente del honorable Senado de la República,

JUAN FERNANDO CRISTO BUSTOS.

El Secretario General del honorable Senado de la República,

GREGORIO ELJACH PACHECO.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

HERNÁN PENAGOS GIRALDO.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

JORGE HUMBERTO MANTILLA SERRANO.

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y cúmplase.

Dada en Bogotá, D. C., a 22 de noviembre de 2013.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN

El Ministerio de Hacienda y Crédito Público,

MAURICIO CÁRDENAS SANTAMARÍA.

El Ministerio de Justicia y del Derecho,

ALFONSO GÓMEZ MÉNDEZ.

El Ministerio de Minas y Energía,

AMÍLCAR ACOSTA MEDINA.

La Ministra de Ambiente y Desarrollo Sostenible,

LUZ HELENA SARMIENTO VILLAMIZAR.

La Ministra de Transporte,

CECILIA ÁLVAREZ CORREA GLEN.
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